Carátula 


COMISIÓN DE MEDIO AMBIENTE 


(Sesión celebrada el día 24 de julio de 2019). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 17:11). 

—Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes). 


«—Palabras de la señora edila de Maldonado María del Rosario Borges, referente a la 
contaminación del agua de ríos, lagunas y océano Atlántico con cianobacterias. 


—Nota con la posición de Cempre en relación a los textos propuestos para la modificación de 
los artículos 42 y 43 del proyecto de ley de residuos en consideración». 


—Hoy concurren a la comisión el director nacional de Medio Ambiente y la gerenta del Área 
de Información, Planificación y Calidad Ambiental. 


Si los señores senadores están de acuerdo, los hacemos pasar. 
(Apoyados). 


(Ingresan a sala los representantes del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente). 


La Comisión de Medio Ambiente da la bienvenida al ingeniero químico Alejandro Nario, a la 
ingeniera química Marisol Mallo y al doctor Marcelo Cousillas. 


Estamos trabajando en el proyecto de ley sobre gestión integral de residuos y tenemos 
dudas sobre la interpretación de algunos de los artículos. Quisiéramos conocer la mirada que tiene el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente sobre ellos y es por esa razón que 
les solicitamos su concurrencia. Les agradecemos que hayan venido. 


La intención era poder tener una mesa de trabajo junto a ustedes y a los representantes del 
Ministerio de Economía y Finanzas a fin de interpretar, entre todos, el espíritu de este proyecto de ley 
con relación a estos artículos. Lamentablemente, no pudimos coordinar la visita de los técnicos de 
ambos ministerios para la misma sesión. Comenzamos con ustedes y, seguramente, la próxima 
semana continuamos con los representantes del Ministerio de Economía y Finanzas. 


Si no me equivoco, las consultas tienen que ver con los artículos 23, 42, 43, y 69. 


SEÑOR GARÍN.- En virtud de que hay varias versiones del proyecto y los números no siempre 
coinciden, aclaro que en particular quisiéramos consultar a nuestros invitados sobre el artículo 23, 
«Valorización»; el artículo 42, «Responsabilidad extendida», el artículo 43, «Financiamiento», y el 
artículo 69, «Suelo rural». 


SEÑOR NARIO.- Buenas tardes a todos los integrantes de la Comisión y muchas gracias por la 
invitación. 


Hay algunos artículos específicos respecto a los cuales vamos a cederles la palabra a la 
ingeniera Mallo y el doctor Cousillas. Quizás como dinámica sea mejor ir viendo cada uno de los 
artículos y expresar la fundamentación de por qué se incluyeron. Hemos leído las versiones 
taquigráficas y en algunos casos incluso hay modificaciones asociadas a intervenciones de los señores 
legisladores. No sé si la señora presidenta está de acuerdo con el procedimiento propuesto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me parece bien. 


SEÑOR COUSILLAS..- El artículo 23 refiere a la valoración de residuos. Si bien tiene varios incisos, 
diría que hay tres partes principales. 


En la primera de ellas se trata de establecer obligaciones para organismos del Estado en 
general, nacionales o departamentales, respecto de los residuos que generan en sus propias 
dependencias o instalaciones y cómo buscar su valorización. 


La segunda gran parte tiene que ver con la implantación de una obligación similar respecto 
de actividades económicas en general. 


Y la última parte es un inciso que busca que las disposiciones de este artículo se vinculen, se 
enlacen, con el régimen de los residuos domiciliarios a cargo de los Gobiernos departamentales. 


Nosotros tuvimos la oportunidad de leer algunos de los comentarios surgidos en el seno de la 
comisión y la verdad es que creo que la discusión fue muy fructífera, muy interesante. Realmente 
vimos que en las intervenciones de los señores senadores se introducían mejoras al texto del artículo, 
especialmente desde el punto de vista de la técnica legislativa. 


Para seguir el orden del propio artículo y de los comentarios que vimos que se realizaron, 
comenzaremos diciendo que es correcto que el artículo empieza con una indicación de finalidad, cosa 
que no es necesaria estriciamente desde el punto de vista jurídico. En realidad, existen muchas 
normas similares a esta, tanto de nivel nacional como internacional. Específicamente esto es muy 
utilizado en normas ambientales, de residuos, que podemos encontrar en el derecho comparado, por 
ejemplo, en la Unión Europea. Pero, como se dijo en sala —creo que por parte del señor senador 
Bordaberry-, la primera parte del inciso puede ser prescindible y el artículo directamente puede 
comenzar con la indicación de cuáles son los organismos o los sujetos, en definitiva, obligados por esta 
norma. 


Tal vez podríamos cuestionarnos si el detalle que aparece en la modificación propuesta por la 
comisión, es el más adecuado. Podría utilizarse una denominación más genérica que no necesite listar 
a todos y cada uno de los sujetos a los que se apunta, porque alguno puede quedar fuera. Creo que 
esto es lo que está pasando con el listado que se está utilizando en la versión modificada. 


SEÑOR BORDABERRY.- No queda del todo claro —y nos gustaría conocer el objetivo que están 
buscando- qué pretenden cuando dicen que el Estado, los Gobiernos departamentales y los 
organismos públicos deberían implantar sistemas de clasificación y segregación en origen. Me 
pregunto si están diciendo que cada organismo público debe hacerlo internamente o que cada 
organismo público, dentro de su competencia, tiene que disponerlo. Esa es la primera clarificación que 
necesitaríamos a los efectos de saber sobre qué estamos legislando. 


Es decir, una cosa es que ustedes digan que el Poder Legislativo tiene que establecer el 
sistema de clasificación en origen y otra es decir que los Gobiernos departamentales deben disponer 
de normas para que, en la municipalidad o en el departamento, esto suceda. No sé si me explico. Hago 
la consulta porque, como está redactado, no lo veo con claridad. La verdad es que hace unos días 
surgió esta duda y no lo supimos entender. 


SEÑOR COUSILLAS.- Efectivamente, el comentario que realizó el señor senador lo leímos en las 
versiones taquigráficas de reuniones anteriores de la comisión. 


Como dije al comienzo, la finalidad con la que se pensó el artículo y se propuso en el proyecto 
del Poder Ejecutivo es que estuviera directamente dirigido a los residuos que generan los propios 
organismos internamente en sus dependencias o en sus instalaciones. Lo mencioné al comienzo de mi 
exposición y pensaba referirme a eso enseguida, después de pasar por el listado que aparece en el 
inciso primero. 


De alguna manera —lo mencionaba el senador Bordaberry-, el texto propuesto, que aparece 
como tercera columna en el comparativo de la comisión, podría salvar esta dificultad o esta duda, ya 
que hace referencia específica a las dependencias de esos organismos. Me refiero a la columna tres 
del texto comparado. 


Volviendo al listado, si tomamos uno de este tipo, tal vez se podría considerar que quedan 
fuera las llamadas personas públicas no estatales. De esta forma, tendríamos que seguir 
enriqueciendo y aumentando el listado para cumplir con la finalidad de que su uso sea interno. Tal vez 
la palabra «Estado» —con mayúscula— podría generar mayores dificultades a nivel interpretativo. 


Entonces, tratando de combinar los comentarios que se hicieron en la comisión con la 
propuesta original del Poder Ejecutivo, tal vez se podría sustituir el listado que existe en el texto 
propuesto por «organismos públicos nacionales, departamentales, centralizados o descentralizados». 
De esta forma, estaríamos comprendiendo un universo más claro y más definido, sin la necesidad de 
elaborar un listado en el que pueden quedar fuera algunos organismos en forma particular. 


Creo que la otra duda que estaba planteada en la comisión, tenía relación con el inciso final. 


SEÑOR DE LEÓN.- Quiero saber si entendí bien. Lo que se está planteando en esta tercera columna — 
que nosotros entendíamos que englobaba a todos— es «que todo órgano del Estado debe implementar 
en todas sus dependencias sistemas de clasificación y segregación». ¿Están de acuerdo con eso o 
proponen una nueva redacción? 


SEÑOR COUSILLAS.- Podría ser en la medida en que se eliminara la primera parte y empezara donde 
dice «todo órgano del Estado». El inconveniente que le vemos a esa redacción es que hay organismos 
que se consideran públicos, pero que no son parte del Estado. Los organismos paraestatales o las 
personas públicas no estatales son el mejor ejemplo. Además, depende del concepto de Estado que 
utilicemos. Si utilizamos el concepto amplio, los Gobiernos departamentales quedan incluidos, pero si 
usamos el concepto restringido de Estado, entonces los Gobiernos departamentales no quedarían 
incluidos. Nos parecía que si hacíamos referencia a organismos públicos, eventualmente se podría 
hacer la aclaración entre nacionales o departamentales, centralizados o descentralizados, para evitar 
cualquier tipo de duda, eliminando la parte inicial del inciso que había generado algunas dudas desde 
el punto de vista de la técnica legislativa en el seno de la comisión. Eso sería lo más sencillo. 


SEÑOR BORDABERRY.- En algún momento hemos trabajado en la normativa sobre declaraciones de 
los funcionarios públicos, de manera de englobarlos a todos, incluso a las sociedades anónimas que 
son propiedad del Estado. Si conocemos el concepto creo que se puede mejorar esa redacción. 


Tengo una duda sobre un concepto que no recuerdo haber visto antes. Me resultó difícil 
comprender qué se quiere decir cuando se habla de «demás actividades económicas». Sería 
importante que pudieran profundizar en eso. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me sumo a la inquietud del señor senador Bordaberry. 
SEÑOR COUSILLAS.- Verdaderamente, voy a hacer de abogado. 
SEÑOR BORDABERRY.- Es lo que usted es, y me consta que muy bueno. 


SEÑOR COUSILLAS.- Voy a defender una idea que no es propia. Sinceramente, durante el proceso 
de elaboración de la ley, cuando esto se discutió con los otros sectores y con representantes de 
distintos ámbitos de la sociedad, fue muy difícil llegar a un concepto que fuera comprensivo con las 
actividades industriales, comerciales, de servicios, tanto en el ámbito público como en el privado, como 
el caso de las sociedades privadas de propiedad pública. Utilizar la denominación «actividades 
económicas» para incluirla en el texto, fue en lo que hubo mayor acuerdo entre los distintos 
participantes. Confieso que el término «demás» está de más. Nos da la sensación de que en las 


modificaciones que fue teniendo este artículo en la elaboración de la ley, quedó incluido un «demás» 
que sobra desde el punto de vista sintáctico. Perfectamente el artículo podría decir que en el mismo 
plazo previsto en el inciso primero, las actividades económicas en general deberán haber implantado 
un sistema de clasificación y segregación, etcétera, y luego seguir con la redacción. En el entendido de 
que las actividades económicas no estarían comprendidas específicamente en el inciso primero. 


SEÑOR BORDABERRY.- Estoy tratando de aproximarme al concepto, que creo que es novedoso en la 
redacción legislativa. Puede ser que en alguna ley se haya utilizado, pero no recuerdo que las 
actividades económicas hayan sido el sujeto obligado por una ley. 


Supongo que las actividades económicas son todas las industrias, todos los comercios y los 
distribuidores, pero también hay una cantidad de zonas grises. La definición de actividad económica no 
es jurídica; es de la ciencia económica. En definitiva, si le establecemos una obligación, debe tener una 
precisión; habría que decir, por ejemplo, todas las personas o todas las empresas. 


En realidad, actividad económica podemos hacer todos y todos los días y, además, algunas 
generan residuos y otras no. Entiendo el concepto; supongo que lo que se quiere decir es que todas 
las empresas, particulares o lo que sea que generen residuos y que realicen una actividad económica, 
estarán obligados a hacer esto. Ahora bien, me pregunto si los liceos también estarían incluidos. 
Imagino que no, porque no es una actividad económica. También podemos mencionar a los gremios de 
industriales o de comerciantes o a los clubes, que vaya si generan residuos y no hacen gestión 
económica. 


Creo que al hablar de actividades económicas nos metemos en un lío, porque alguien puede 
decir que no hace actividad económica y otro piense que sí la hace. Es decir que para imponer 
obligaciones por ley debemos ser muy precisos al definir quiénes son. Me parece que deberíamos 
tratar de precisar más ese concepto. 


SEÑOR GARÍN.- Recién ahora me empieza a quedar claro el alcance global del artículo o, por lo 
menos, sus ejes principales: este es obligar a los organismos públicos y también a los privados, sin 
perjuicio de que hagan actividad económica o no. 


Evidentemente, al utilizar la expresión actividad económica estamos restringiendo el 
concepto, ya que hay muchas personas que no la hacen pero que el proyecto de ley pretende que 
queden alcanzadas. Por ejemplo, está claro que queremos que en un gremio haya un mecanismo de 
segregación. 


En un primer momento tenía la duda de si este tema lo podíamos resolver poniendo 
«empresas», porque pensábamos que se debía hacer referencia a las personas jurídicas que hacen 
actividad económica, pero estoy viendo que es mucho más abarcativo. 


Así como recién el doctor Cousillas decía que debía abarcarse a todos los organismos del 
Estado, incluidos los institutos públicos no estatales, queremos encontrar una denominación que 
abarque a todas las formas que regulan la actividad privada. 


SEÑOR COUSILLAS.- En primer lugar, tal como decía el senador Bordaberry, efectivamente las 
actividades económicas no son un sujeto y ahí es donde está la diferencia con lo que es usual en este 
tipo de normas, aunque ese concepto se utiliza en otras disposiciones. 


No obstante, el artículo no tenía la intención de regular y alcanzar todas las actividades, como 
las actividades sin fines de lucro, los liceos, o las actividades sociales no económicas. Recordemos 
que este artículo establece obligaciones específicas y da un plazo de dos años, pero esto no quiere 
decir que las demás actividades que no son de organismos públicos o no son actividades económicas 
no estén alcanzadas por la ley y no deban valorizar. Están alcanzadas por la ley y van a tener que 
valorizar, pero de acuerdo a las directivas que establece la ley con otra flexibilidad, con otro margen, 
con otro nivel de alcance temporal. 


Las actividades que el Poder Ejecutivo tenía intención de que estuvieran alcanzadas en los 
primeros dos años eran las de organismos públicos y las que llamó «actividades económicas». 
Claramente, apuntaba a actividades industriales, comerciales, a sujetos industriales, a sujetos 
comerciales, a sujetos de servicios; por sus propias características, quería que estuvieran incluidos en 
esta primera etapa. 


Obviamente, los hogares van a tener que valorizar, pero no están incluidos en la obligación 
que se establece para este primer plazo de dos años. Esa es la diferencia y tal vez no se recoja 
adecuadamente con el concepto de actividades económicas, pero en principio estaban incluidos de 
esa manera en el artículo. 


Se podría pensar en buscar alguna forma de regulación a través de sujetos y no de 
actividades, lo que implicaría pensar en algún listado, que fue lo que trató de evitar el grupo que 
redactó originalmente el primer anteproyecto. 


Con respecto al inciso final, se generaron algunas dudas. 


SEÑOR BORDABERRY.- Disculpe que lo interrumpa. No es que no lo quiera dejar llegar al inciso final, 
pero antes hay otros incisos que tal vez nos puede aclarar. 


En el segundo inciso, se establece: «La fracción de residuos reciclables deberá ser remitida 
a las plantas de clasificado que operen en el marco de la gestión de residuos post-consumo, salvo que 
no fuera viable por razones logísticas». No sé si en la ley está definido el concepto de plantas de 
clasificado; debe estar, pero no lo encuentro. Le solicito ayuda con eso. 


En materia de residuos industriales, creo que se define el concepto de disposición final en el 
decreto n.* 183 —-me acotan que es el n.” 182-, pero, ¿dónde está el concepto de planta de reciclado? 
No lo encontré en las definiciones, y si vamos a establecer que deberán ser remitidos a algún lugar, 
tendría que estar definido cuál es ese lugar y cómo es. Quisiera saber si nos pueden ayudar a imaginar 
lo que ustedes quieren lograr a través de la ley, para así redactarla mejor. 


SEÑORA MALLO.- Efectivamente, ese concepto no se encuentra en las definiciones. No todo lo que 
está en el proyecto de ley está en las definiciones; de hecho, el artículo que el señor senador menciona 
se incorporó en el ámbito del Senado. 


¿Qué hay detrás del espíritu, más allá de los ajustes de redacción? La obligación que se 
asigna a los organismos públicos tiene el objetivo de que, en su versión, puedan dar el ejemplo en un 
proceso que estábamos exigiendo a otro tipo de actividades. Esa fracción de materiales reciclables, 
que son de alto valor, se sumaría a los procesos de clasificados del mismo sistema de gestión que se 
va a implantar mediante el fondo obtenido con lo que se recauda de Imesi para los residuos post- 
consumo, entre los residuos domiciliarios. 


PARTE 2 


¿Para qué? Justamente porque eso lleva a optimizar las capacidades de gestión en la parte del 
clasificado. De hecho lo estamos impulsando, e incluso, algunos organismos públicos lo están 
haciendo ya que la mayoría es generador de fracciones de alta calidad que tienen facilidades 
reciclables. Su finalidad es hacer más eficiente el sistema; no busca otro objetivo. 


SEÑOR BORDABERRY.- Me imagino que soy una de esas empresas que realiza actividades 
económicas y quizás esté alcanzado. A su vez, tengo residuos reciclables que debo enviar a una planta 
de clasificado que opera en el marco de la gestión de residuos posconsumo y quiero cumplir con la 
normativa. Para eso debo saber cómo se constituye una planta de clasificado que opere en ese marco 
o si hay que construirla, siempre que fuera viable por razones logísticas. ¿Dónde se determinan las 
características de esa planta de clasificado que operan en el marco de la gestión de residuos 
posconsumo? ¿Quién las autoriza o quién establece cómo tienen que ser? ¿Dónde está todo eso? 
Quiero entender dónde se incluye; quizás debamos incluir alguna norma que diga cómo son y se 
definan porque, de lo contrario, estamos estableciendo obligaciones sin señalar claramente cómo se 
van a cumplir. 


Reitero: todas estas dudas me surgen en un campo que no domino como es este del medio 
ambiente. Alcanza con ver las normas de ordenamiento territorial para darse cuenta que para poderse 
adaptarse necesitan una determinada laxitud. No termino de comprender. 


SEÑOR NARIO.- La lógica de ese párrafo está orientada a los servicios públicos y direccionada a las 
plantas que se encuentran en el marco de los programas. De todas maneras, entiendo que tal como 
está definido no debería generar demasiados problemas. Más allá de eso y en aras de avanzar —por 


supuesto que entiendo el planteo del señor senador— considero que este párrafo tiene un cierto nivel 
programático, tal como ocurre con varios aspectos del proyecto de ley. En términos formales podría 
eliminarse el párrafo y no habría problema porque en el marco de los planes se podría condicionar a 
los organismos públicos a que envíen los residuos. Entendemos que es un artículo programático que 
transparenta la idea de que los organismos públicos envíen los residuos a esas plantas —porque lo 
hace más viable desde el punto de vista económico; son materiales valorizables- y no terminen en 
disposición final. 


Sin embargo, repito, no tenemos inconveniente en eliminar el párrafo si genera algún tipo de 
cuestionamiento por parte de los legisladores —tal como plantea el señor senador Bordaberry— y en 
aras de avanzar —creo que es la idea de todos— perfectamente podríamos hacerlo. Entendemos la 
preocupación del señor senador en tanto esa no es su área y quizás el artículo fue redactado con una 
visión que da por sobreentendidas algunas cosas. Por lo tanto, insisto en que si genera algún tipo de 
diferencias, no tenemos problema en eliminarlo. 


SEÑOR DE LEÓN.- Coincido con el planteo del señor Nario. Esto puede ser tomado, si se quiere, 
hasta como una directriz. Por otro lado, también es real que a la hora de tomar la decisión de hacer un 
glosario de definiciones en el artículo 3. —en lo que coincido- suponíamos que iban a pasar estas 
cosas, es decir, que apareciera la necesidad de saber, por ejemplo, qué es una planta de clasificado. 
Es una de las dificultades que nos podría acarrear abrir un glosario con muchas definiciones, más allá 
de que compartimos que había que hacerlo. Creo que la mejor opción es la que plantea el director de 
Dinama, en el sentido de que se elimine ese inciso o, al menos, que se lleve a alguno de los artículos 
de las directrices, ya que pienso que es más una directriz que otra cosa. 


SEÑOR GARÍN.- En el mismo sentido, quiero decir que incluimos en los artículos 11 y 12 las directrices 
y, entre otras cosas, allí se establece claramente que hay que hacer clasificación en origen, 
segregación en la disposición inicial, etcétera. Asimismo, en otros momentos se habla de que el 
camino, entre otros, es el reciclado en plantas, por lo que entiendo que el destino que se plantea en 
este párrafo está comprendido en otros artículos. Por esa razón, tal vez simplifiquemos el tema si lo 
eliminamos, sin perjuicio de que después podamos especificar qué son las plantas de clasificado, 
aunque no me parece que sea necesario. 


De todos modos, sí me queda claro —y vuelvo al contexto general del artículo 23— que la 
intención es obligar a los públicos a que hagan clasificación en origen y segreguen. Asimismo, para los 
privados que hacen actividad económica estamos pensando que el alcance sea exactamente el mismo 
y los discriminamos con respecto a los otros, para quienes establecemos una escala temporal 
diferente. Al respecto, me interesa que el doctor Cousillas termine de redondear el enlace que esto 
tiene con los Gobiernos municipales y la recolección domiciliaria que hacen. En lo personal, no logro 
ver cómo se hace el engarce, pero tal vez se pueda presentar cómo se hace esto desde el punto de 
vista conceptual. 


SEÑOR BORDABERRY.- Me permito sugerir algo muy sencillo: no me parece que sea necesario 
eliminarlo, ya que sería suficiente con que nuestros invitados nos trajeran una definición de plantas de 
clasificado que operan en el marco de la gestión de residuos, de modo que podamos agregarlo al 
espacio destinado a las definiciones. Creo que este proyecto no se va a aprobar hoy, así que de esa 
forma podremos saber de qué estamos hablando y dotaríamos de mayor precisión al texto. En 
realidad, no me parece que esto sea programático, ya que se establece una obligación. Cuando algo 
es programático señala la orientación, pero aquí, repito, se establece una obligación. Por otra parte, me 
suena muy bien y muy sensato que la fracción de residuos reciclables se diga que deberá ser remitida 
a la planta de clasificado. Si se trata de residuos reciclables está bien que se envíen a la planta 
correspondiente, pero para ello debemos saber cuáles son esas plantas. La naturaleza de las plantas 
se puede definir técnicamente de modo que podamos incluirlo en el proyecto; de esa manera se 
ganaría en claridad. 


SEÑOR DE LEÓN.- Por la propia definición entendemos que se trata de una directriz, por lo que me 
parece que debería eliminarse o colocarlo junto con las directrices, como un inciso más. Esto ya nos 
pasó con otro inciso que tuvimos que incluir entre las directrices porque estaba como descolgado en el 
artículo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Estoy de acuerdo con que esto genera una obligación, es más que una 
directriz, por lo que me parece importante tener claro de qué estamos hablando cuando aludimos a 
plantas de clasificado. Más allá de que después se discuta si se incluye o no este inciso me gustaría 
que nos hicieran llegar una nota que diga claramente a qué se hace referencia cuando se habla de 


estas plantas, cuáles serían sus características, cuántas se piensa que habría que instalar y dónde 
estarían ubicadas. Eso estaría bueno para ayudarnos a visualizar cuál es la intención. 


SEÑOR NARIO.- Para ir redondeando esta discusión, voy a sugerir dos opciones. En las directrices 
generales ya está establecido esto, así que una opción sería eliminarlo. La otra posibilidad —los 
legisladores lo resuelven y lo comunican— sería hacerles llegar una definición. Sobre la extensión, eso 
es objeto de los planes que se van a elaborar con las intendencias; no va a estar establecido en una 
ley cuántas serán o en qué lugar van a estar. Eso es parte de la planificación que hay que hacer; sí 
puede haber una definición de qué implica una planta de clasificación. No habría problema y quedamos 
a disposición de lo que los legisladores resuelvan. Puede ser cualquiera de las dos opciones: la 
definición o la eliminación. No se incorporó en las directrices porque entendemos que ya está 
incorporado. En todo caso, después lo verán ustedes como comisión cuál es el camino que desean 
tomar. Me parece que cualquiera de las dos opciones es razonable desde nuestro punto de vista y 
estamos a las órdenes para lo que ustedes resuelvan. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Personalmente, creo que sería bueno que nos hicieran llegar una definición 
que anexaríamos a las que ya tenemos. Creo que eso sería lo más indicado y, en todo caso, 
mantendríamos el artículo como tal. 


SEÑOR BORDABERRY.- Antes de ir al inciso final, quiero referirme a dos incisos previos. 


El inciso tercero indica que «En un plazo máximo de 2 (dos) años desde la entrada en 
vigencia de la presente ley, las demás actividades económicas deberán haber implantado [...]». A 
nosotros se nos ocurre que debería decir «deberán implantar». Y al final nuevamente estamos con lo 
programático, pues dice: «[...] a los efectos de promover el reciclado y la minimización de los índices 
de disposición final de residuos». Lo que me llama la atención es el inciso siguiente, que no sigue la 
técnica legislativa que utilizamos normalmente, pues dice: «El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente propondrá a la aprobación del Poder Ejecutivo, las pautas técnicas para el 
cumplimiento de este artículo, pudiendo incluir metas graduales en función del avance del sistema». El 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente integra el Poder Ejecutivo. Acá 
nuevamente, no se establece un plazo. Entonces, quizás lo que se debería poner —esta es una 
sugerencia para mejorarlo- es que el Poder Ejecutivo reglamentará las pautas técnicas para el 
cumplimiento de esta norma, pudiendo incluir metas graduales en función del avance del sistema en el 
plazo de equis días, y fijar el plazo. Digo esto porque dice que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente propondrá—no decimos cuándo- a la aprobación —no decimos cuándo-— del 
Poder Ejecutivo, las pautas técnicas para que pueda hacer determinada cosa. En los hechos las leyes 
disponen, no sugieren. Entonces, creo que ahí se debería poner que la reglamentación, que deberá ser 
dictada en el plazo de tantos días, deberá establecer las pautas técnicas para el cumplimiento de este 
artículo y podrá hacer determinada cosa. Creo que debería ir por ese lado y no establecer esto, que 
parece ser algo que se puede cumplir el día que el ministerio lo desee; y agrega que «propondrá a la 
aprobación del Poder Ejecutivo». Me parece que no sigue la técnica legislativa habitual que utilizamos 
cuando aprobamos leyes. No sé si me hice entender. 


SEÑOR NARIO.- No tenemos inconveniente con la redacción que planteaba el senador Bordaberry. Lo 
estuvimos hablando con el doctor Cousillas: es un tema de técnica legislativa. Y respecto al plazo, le 
podemos hacer llegar a la brevedad un plazo razonable, y ustedes como legisladores también pueden 
ver cuál el que les parece más indicado. 


SEÑORA XAVIER.- Entiendo que el plazo debe ser sugerido por el ministerio porque como una ley 
nueva tiene muchas complejidades. Preferiría conversar sobre el plazo y no ponerlo acá teniendo en 
cuenta los plazos que habitualmente manejamos. 


SEÑOR NARIO.- Teniendo presente la instrumentación estaba pensando en un plazo entre seis 
meses y un año. De todos modos lo analizaremos más tranquilamente y les haremos llegar la 
propuesta. 


En general el plazo de seis meses se utiliza en cuestiones de este tipo y, en principio, nos 
parece razonable pero, repito, lo analizaremos más detenidamente. 


SEÑOR COUSILLAS.- Pasaríamos al inciso final. Mediante este inciso se busca establecer un 
cometido directo a los Gobiernos departamentales y a los municipios y se hace una diferencia con el 
inciso primero. Mientras el inciso primero refiere a los residuos generados por los organismos en sus 


dependencias, este inciso mandata a los Gobiernos departamentales a establecer mecanismos 
complementarios respecto de la recolección selectiva y el establecimiento de circuitos limpios, y paso a 
explicarlo. 


En todas las disposiciones donde se establecen cuestiones específicas o puntuales respecto 
de alguna corriente de residuos, siempre se debe tener en cuenta que existe como una categoría 
residual —valga la redundancia— de los residuos domiciliarios. Por disposición de la propia ley el 
servicio de recolección, transporte y disposición de los residuos domiciliarios se les encomienda a los 
Gobiernos departamentales. Y, ¿qué sucede? Que si los Gobiernos departamentales de alguna manera 
no coadyuvan a lo que dispone este artículo, el sistema de recolección y disposición de los residuos 
domiciliarios se convierte en una fuga para el sistema. Entonces, cuando haya disposiciones 
particulares, se les comete, se les invita a los Gobiernos departamentales, en el ámbito de su 
competencia, a establecer en su régimen jurídico para los residuos domiciliarios una forma que 
coopere con el sistema de los residuos que el artículo está regulando. Lo que se busca es que en la 
medida en que los Gobiernos departamentales avancen en su gestión de residuos, puedan establecer 
sistemas de recolección selectiva, circuitos limpios, que acompañen las obligaciones que figuran en 
este artículo e, incluso, alcancen a aquellas otras actividades a las que no estaban obligados como, por 
ejemplo, los hogares o las viviendas con carácter general. Esa es la finalidad que se busca con el 
inciso final del artículo. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quisiera hacer una consulta para entender bien la finalidad de esto. Es decir 
que a diferencia de lo otro que es una obligación de los organismos de cumplirlo internamente, esta 
sería una orden a los Gobiernos departamentales y municipios para que, obligatoriamente, establezcan 
mecanismos complementarios que coadyuven a la segregación en origen. ¿Eso es lo que se busca? 


SEÑOR COUSILLAS.- Correcto. 
SEÑOR BORDABERRY.-Veo que se dice que es así, entonces continúo. 


Esto me merece severas dudas desde el punto de vista constitucional —no sé si habrá algún 
otro ejemplo— porque nosotros le estamos diciendo a un Gobierno departamental que funciona con un 
intendente y una Junta Departamental con ediles electos, cómo tiene que dictar una ley departamental. 
En una primera aproximación creo que, desde el punto de vista constitucional, no podemos obligar por 
ley a los Gobiernos departamentales a dictar un decreto departamental ya que sería invadir las 
competencias. Quizá podríamos analizar la posibilidad —modificando la ley que refiere a las 
competencias departamentales—- de que nosotros establezcamos esto por ley, pero no podemos 
decirle, reitero, a las juntas departamentales que tienen que dictar un decreto departamental en 
determinado sentido. Creo que no debe ser constitucional porque estaríamos obligando a los ediles a 
levantar la mano en el sentido que les indicamos. En este inciso existe un problema de competencia 
constitucional importante. 


SEÑOR DE LEÓN.- Con respecto a este último inciso, ya que se van a enviar nuevas definiciones, la 
de «circuito limpio» no figura entre las que tenemos y sería bueno incluirla. 


SEÑOR GARÍN..- Si el planteo radica en que los Gobiernos departamentales tomen iniciativa en este 
sentido, ¿por qué no lo establecemos en este proyecto de ley como un criterio que deben tener en 
cuenta los Planes Departamentales de Gestión de Residuos, de acuerdo a lo que figura en el artículo 
15? Sin perjuicio de que me queda la duda si ya no está contemplado lo que establece el último inciso 
del artículo 23. Para no invadir las competencias de las intendencias tal vez sea conveniente fijar 
criterios en la elaboración del plan departamental que se tienen que elaborar según lo que establece el 
artículo 15. 


SEÑORA MALLO..- En la actualidad, muchas de las intendencias hacen recolección de las actividades 
comerciales, sobre todo pensando en los comercios chicos, ya que son las que fijan las pautas para 
saber qué significa un gran generador y hasta qué punto esos productores de actividades comerciales 
no pueden usar los sistemas de residuos domiciliarios. A eso apunta el término «coadyuven», para que 
realmente el sistema sea armónico y se promueva la clasificación y segregación en origen en las 
actividades económica, y no a otra cosa. Por lo tanto, perfectamente se puede dejar el inciso con las 
directrices y en la implementación va a funcionar igual. 


SEÑOR COUSILLAS.- Comparto que existen otras posibilidades para regular con la misma finalidad lo 
que busca el inciso, pero estoy convencido de que no estamos en el terreno de la inconstitucionalidad. 


Efectivamente, existe autonomía departamental, pero no está exenta de la ley. Recordemos que según 
el artículo 47 de la Constitución de la república, la materia ambiental es de interés general y, además, 
forma parte de la reserva legal ya que la mencionada disposición dice que la obligación establecida en 
ese artículo será reglamentada por ley en sentido formal y no en sentido material. Podríamos entrar en 
una discusión constitucional de largo desarrollo, pero lo cierto es que tenemos algunos elementos que 
nos dan tranquilidad. La Comisión de Medio Ambiente recibió la visita de los representantes de las 
cátedras de la Facultad de Derecho, no solo en materia de medio ambiente sino también de derecho 
público y constitucional. Estuvieron en esta comisión los representantes de la cátedra de derecho 
constitucional de la Facultad de Derecho, quienes observaron todo el texto y ante el cuestionamiento 
de los integrantes de la comisión sobre la constitucionalidad con respecto a la autonomía 
departamental, se manifestaron favorables a las disposiciones del proyecto de ley. Recordemos 
también que existe un sinnúmero de ejemplos en los cuales la ley establece mandatos y regulaciones 
específicas para los Gobiernos departamentales. La ley referida al ordenamiento territorial sería una 
inmensa inconstitucionalidad si pensáramos que la norma en ningún momento podría establecer 
mandatos para los Gobiernos departamentales. Por supuesto que esto no implica que un edil está 
forzado a votar en un sentido o en otro, pero lo que sí establece es que en el régimen de residuos, en 
el sistema de residuos que implanta, de la misma manera que el Gobierno departamental no podría 
establecer un sistema de residuos que per se contaminara el ambiente, tampoco podría establecer uno 
que negara la posibilidad de coadyuvar al sistema que establece el artículo que estamos considerando. 


SEÑOR BORDABERRY.- Shakespeare, en «El mercader de Venecia», en ese momento cúlmine 
cuando para atender a Shylock, Antonio le pide a Bassanio que desconozca una ley, dice que no existe 
una causa tan mala que un elocuente abogado no la torne en probable. 


Empecé el análisis de este inciso preguntando —figura en la versión taquigráfica— si pretende 
el ministerio que los Gobiernos departamentales adopten normas que obliguen a hacer esto. Y la 
respuesta fue que sí. 


Ahora cambia lo que me acaban de decir: ya no pretenden eso, se dice que la ley puede 
obligar, no al Gobierno departamental en sí a aprobar una norma que obligue a la segregación en 
origen, sino que me dicen que pueden obligar a los Gobiernos departamentales a cumplir determinadas 
normas, lo cual es una cosa distinta. 


Por eso retomo la pregunta inicial: ¿Es la intención que la Junta y el Gobierno departamental 
dicten normas en este sentido que nos establece la ley? ¿O lo que se pretende es establecer en esta 
misma ley las obligaciones que se deben cumplir? Sí. Pero no podemos exigirle al Gobierno 
departamental, constitucionalmente, que dicte normas en un sentido u otro. ¿Por qué? Porque 
cualquier legislador departamental o edil puede decir directamente que no va a votar y no lo podemos 
obligar a hacerlo. Me parece que esto puede estar visto por las cátedras que sean, pero no sé si lo 
leyeron de la forma que me contestó a mí hace un rato el ministerio sobre lo que se pretendía hacer. 


Sigo sosteniendo: establecer obligaciones por ley lo comparto —el objetivo de tener en origen 
mecanismos selectivos es compartible—, pero lo que quiero evitar es un posible proceso de 
inconstitucionalidad posterior. O sea que no es que le estamos bombardeando la ley, sino que estamos 
tratando de hacerla de la mejor forma posible. Esa es nuestra intención. 


De repente estoy equivocado, pero creo que por ley no le podemos decir a una Junta 
departamental «haga esto», porque no se puede. Sí creo que podemos establecer en la ley las 
obligaciones o, como bien se dijo, en las directrices o programas, pero no podemos obligar a votar de 
determinada forma. Me parece que esto es claro. 


Muchas gracias. 
SEÑORA XAVIER.- Aviso que me voy a tener que retirar. 


El señor senador Bordaberry siempre insiste con respecto a este tema. Cuando los 
legisladores tenemos asesoramiento, entendemos que el tema es de interés general —tenemos varios 
avales de diferentes cátedras que nos han asistido—,y tenemos todo el apoyo que poseemos, debemos 
legislar en el sentido que nos parece adecuado; si la Suprema Corte de Justicia determina la 
inconstitucionalidad, es su competencia hacerlo. 


Era cuanto quería manifestar. 


PARTE 3 


SEÑORA PRESIDENTA.- El señor senador Bordaberry ha planteado una inquietud; nosotros hicimos 
lo mismo cuando comenzó a tratarse. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


Continuamos con el análisis del proyecto de ley. Vamos a referirnos ahora al artículo 42, que 
tiene que ver con la responsabilidad extendida. 


SEÑOR COUSILLAS.- Si hacemos un análisis similar al que realizamos con el artículo anterior, vemos 
que este tiene tres partes. Además, tiene tres incisos. Por tanto, hay similitud en ese aspecto también. 
A su vez, si recogemos los comentarios que se hicieron en la comisión, vemos que hay algunos 
similares a los realizados con respecto al artículo 23. 


Con relación al primer inciso, vemos que la intención era la de establecer la responsabilidad 
extendida en ciertos casos. Claramente en la comisión se hicieron dos objeciones: por un lado, una de 
técnica legislativa porque el artículo comenzaba con una definición de finalidad que podría obviarse, y 
la segunda observación que se hizo por parte de la comisión estaba situada en el rol que tomaba la ley 
o que le daba a la reglamentación— para establecer la responsabilidad extendida. 


Claramente, la finalidad que buscaba el proyecto era la de establecer la responsabilidad 
extendida a partir del propio texto legal. Por esa razón llamamos la atención de la comisión sobre un 
texto que aparece en la tercera columna del comparativo, en el que se elimina la primera parte y 
directamente se dice: «Se establece la responsabilidad extendida del fabricante e importador en la 
gestión de los residuos especiales, salvo en aquellos casos en que, según lo previsto en esta ley, sean 
gravados por el Impuesto Específico Interno los productos a partir de los cuales se generan». Dicho de 
otra manera, compartimos esta propuesta que aparece como modificativa. 


SEÑOR DE LEÓN.- Creo que el tercer inciso había sido eliminado de esta norma y se había incluido 
como literal |) del artículo 12. Lo planteo porque sigue apareciendo en el comparativo. 


Por otra parte, con respecto a la responsabilidad extendida, por un lado se habla del 
importador y fabricante y en el otro inciso se menciona también al sector de distribución y 
comercialización. No queda clara la razón, porque mañana un producto puede estar durante años 
dando vueltas y la empresa fabricante o el importador pueden haberse fundido o haber desaparecido, 
en cuyo caso la responsabilidad puede caer sobre el distribuidor y el comercializador, pero en el otro 
inciso eso no se menciona. Es decir, vemos que los dos incisos no mantienen la misma línea. 


SEÑOR GARÍN.- Entiendo que el doctor Cousillas nos acaba de decir que el texto que se está 
manejando como sustitutivo sería el que quedaría firme, porque se les está trasladando la 
responsabilidad extendida al fabricante y al importador. Recuerdo que nos había generado bastantes 
problemas que pudieran ser corresponsables los agentes de intermediación comercial. No obstante, en 
la sesión anterior estuvimos viendo que en el artículo anterior hay algunas disposiciones generales 
colaborativas respecto a los canales de distribución y comercialización, que podrían estar 
complementando la responsabilidad extendida. Entonces, pregunto si con ese texto del artículo 42 más 
lo que establece el artículo 41 se está cubriendo lo que en última instancia el proyecto de ley buscaba. 


SEÑOR COUSILLAS.- Sí, señor senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Disculpen, pero tengo otra duda. Esto me lleva al literal Q) del artículo 3." 
que dice «Responsabilidad extendida: transferencia de la responsabilidad de la gestión de residuos o el 


financiamiento de la misma a sujetos distintos al generador.» Eso me lleva a preguntarme quién es el 
generador. Me imagino que el primer generador es el que fabrica el producto. ¿El que fabrica el 
producto no genera un residuo? ¿El importador no lo genera? También puede hacerlo el que lo vende o 
el que consume el producto y tira el residuo. ¿Algo pasa a ser residuo en el momento en que lo tiran? 
El literal siguiente dice: «Generador de residuo: persona física o jurídica, pública o privada, de cuya 
actividad se generen residuos, ya sea en forma permanente, esporádica o eventual.» La actividad del 
fabricante de envases genera residuos. Los envases pasan a ser residuos. No me termina de quedar 
claro cuál es el generador. Pero después de eso vemos que la tercera columna mejora mucho la 
redacción. 


Los incisos segundo y tercero me crean más dudas todavía. Si bien ya establecimos que no 
es el Poder Ejecutivo por sí y ante sí el que va a fijar quién tiene la responsabilidad extendida —sino 
que lo decimos acá y me parece que ganamos en claridad—, decimos que las normas que regulen la 
responsabilidad extendida del fabricante o importador establecerán que los costos de la gestión de 
residuos asociados a productos sean de cargo del sector fabricante o importador, pudiendo establecer 
mecanismos específicos para distribuir también los costos con el sector de distribución y 
comercialización. Me cuesta imaginar una norma que diga que el señor distribuidor va a pagar tanto y 
el señor comerciante va a pagar esto otro o va a tener que aportar equis cantidad. ¿Cómo funcionaría? 
¿Hay otros ejemplos de distribución de costos en una cadena, por decreto y no por ley? Desde el punto 
de vista tributario, ¿podemos establecer por decreto obligaciones? No sé si son tributarias. ¿Podemos 
hacerlo de esta forma? ¿El Poder Ejecutivo puede decir cuánto va a pagar el fabricante y el exportador 
o el comerciante o el distribuidor, cuando ni siquiera establecimos por ley las obligaciones del 
distribuidor y del comercializador? Cuando yo estudiaba derecho tributario hace muchos años, la 
estructura era: precio, tarifa, tributo, contribución especial, impuesto, tasa. Teníamos ese concepto. 
Desde el punto de vista del derecho tributario, ¿en qué categoría entran los costos para el distribuidor y 
para el comerciante? El Estado puede vender y cobra un precio —ahí surge la discusión eterna de si el 
peaje es un precio y un tributo—, para lo que, repito, puede poner una tasa, un impuesto, etcétera. 
Ahora, desde el punto de vista del derecho público, ¿esto qué es? La respuesta es más importante de 
lo que nos imaginamos porque según de qué se trate es quién tiene la facultad de establecerlo. El 
artículo 85 de la Constitución dice que los tributos tenemos que hacerlos nosotros. Por lo tanto, me 
gustaría darle más precisión a este artículo, para evitar problemas posteriores. 


SEÑOR GARÍN.- Lo que pasa es que el senador Bordaberry está haciendo un escenario del segundo 
párrafo de responsabilidad extendida, pero nos están diciendo que eso hay que removerlo. 


En el texto original se iban a distribuir las responsabilidades al sector distribución y 
comercialización, pero ahora nos están planteando que lo removamos, es decir que no va a estar. Eso 
es lo que entendí. 


SEÑOR BORDABERRY.- Si es así, se me fueron las dudas. Lo que sucede es que en la versión que 
me acaban de dar —pedí la última— está. Entonces, ahora quedaría solamente el primer párrafo como lo 
redactamos el otro día. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Con respecto a este artículo, tengo una diferencia con lo que plantea el 
Poder Ejecutivo. 


Creo que la responsabilidad extendida tiene que ser realmente extendida a todos y no que se 
cobre un impuesto y la responsabilidad del que lo pague llegue solo hasta ahí. Me parece que esto 
significa un retroceso a lo que tenemos hoy y en cuanto al espíritu de este proyecto de ley, que es el 
cuidado del medioambiente y la promoción de ese cuidado. De esta forma, le estaríamos diciendo al 
vecino que pague el impuesto y que después se despreocupe, que haya libre albedrío. 


Entiendo que este artículo debería ir por otro lado y no por la creación de un impuesto. 
Reitero que la responsabilidad extendida debe manejarse en forma realmente extendida para todos, 
incluyendo a todos los generadores. Hay que buscar que todos los actores, de acuerdo con los planes 
que ejecuten y los residuos que generen, puedan ir deduciendo una tasa ambiental. 


SEÑOR NARIO.- Quiero hacer algunas aclaraciones. 


Creo que hay un error conceptual al entender estos caminos como unidireccionales. La ley 
genera distintos instrumentos para lograr un objetivo. En algunos casos se puede lograr a través de la 
responsabilidad extendida y en otros no. Además, en el mundo hay ejemplos sobrados de éxito en uno 


o en otro sentido y esto depende de muchos factores, como la cantidad de operadores que actúan en 
el sistema o subsistema. Pongamos el ejemplo de los neumáticos, en donde fuimos por la 
responsabilidad extendida, porque nos parecía que para esa situación era la mejor estrategia, y de 
hecho lo fue, ya que hoy tenemos una tasa de recuperación del 65 % in crescendo. Por lo tanto, la 
estrategia de responsabilidad extendida a un subsistema con pocos operadores, que nos permite 
contar con planes de control sencillo y con una disposición final fácil de controlar, pareciera ser una 
buena estrategia. En otros casos no es así. Este proyecto de ley tiene herramientas, pero hay casos en 
los que no, porque no establece exactamente cuáles serían las situaciones. 


En la discusión que se ha mantenido durante estos tres años, quedó claro que la 
responsabilidad extendida para algunos sistemas —como el plan de envases— no era adecuada. En el 
caso de la responsabilidad extendida por envases, lleva más de diez años y tenemos declaradas en el 
sistema 5600 toneladas ingresadas como medida de descarte. Eso nos estaría dando como resultado 
que hoy el Uruguay tiene una tasa de recuperación de 3 %. Claramente, eso es insuficiente y 
demuestra que la estrategia no ha funcionado y no ha tenido cobertura territorial, después de diez 
años, ya que está presente solo en seis departamentos. 


En estos tres años de discusión ante todos los organismos: el Congreso de Intendentes, el 
PIT-CNT, la Cámara de Industrias —que trabajó mucho y propuso cambios—, quedó claro que el sistema 
no está funcionando. Si alguien me dice que después de diez años tener un 3 % de recuperación a 
través de la responsabilidad extendida es una gestión exitosa, me parece un grave error. Entonces, 
tenemos que buscar otras herramientas. ¿Cuáles son? Las herramientas que se han usado en todo el 
mundo y que han funcionado. 


Si no funciona la responsabilidad extendida, hay otras herramientas. Para abordar eso, este 
proyecto de ley genera un sistema que fue construido en colectivo y con mucho trabajo. Podríamos 
haber tenido esta ley mucho tiempo antes, propuesta por el Poder Ejecutivo, pero ese nudo que 
implicaba tener en cuenta la visión de los clasificadores, de los distintos subsectores comerciales que 
trabajaban en este tema, de los Gobiernos departamentales y de los organismos públicos, nos llevó un 
proceso largo, pero fructífero. 


Si queremos dar un salto de calidad, opino lo contrario a lo que se dijo en un comunicado de 
la Cámara de Industrias en cuanto a que podemos tener problemas con la Unión Europea por esta ley. 
Estamos convencidos de que vamos a tener un problema con la Unión Europea si no avanzamos en 
esta ley, porque tener un 3 % de recuperación es una vergúenza internacional. Tenemos la obligación 
de cambiar esa lógica y este proyecto de ley da herramientas para hacerlo. 


Cuando corresponda y haya condiciones, se utilizará la responsabilidad extendida. ¡La hemos 
usado! El ministerio la ha usado, y no solo en este período, sino también en otros. Es una herramienta 
válida a nivel internacional, tanto como las otras herramientas que se establecen en los distintos 
artículos. Creo que hay un error conceptual en el siguiente, porque acá no se trata de decir: pago y 
sigo; se trata de hacerme cargo de la contaminación que puedo generar. La idea es que exista un 
servicio que recupere los materiales que por responsabilidad extendida no se están recuperando. A 
diferencia de lo que dijo el comunicado de la Cámara de Industrias, no es un traslado a precio, sino 
que, sin duda, es una equidad tributaria. Lo digo porque hoy todos los uruguayos están pagando por 
recoger sus envases, o está pagando el ambiente por no recogerlos, cuando, en realidad, deberían 
pagar quienes hacen uso del producto que termina dejando un envase en el medio ambiente. Esa es 
una diferencia importante. 


Hoy estamos siendo injustos a través de los tributos y lo vemos cuando surgen los problemas, 
cuando las intendencias tienen que hacerse cargo —cuando hay una inundación los desagues terminan 
tapados de residuos— porque no hay una adecuada gestión. No hay un traslado de responsabilidad 
porque uno paga y se olvida; lo que hay es un sistema que no está funcionando, que tiene nada más 
que un 3 % de recuperación después de diez años y solo en seis departamentos. Si algo quedó 
demostrado es que esa estrategia, para una serie de residuos, no está funcionando. 


Vamos a considerar el siguiente artículo, el 43, sobre financiación. Se hizo una modificación 
que surgió como fruto de algunas solicitudes del sector comercial e industrial, en la cual se genera un 
tributo ambiental, cuyo único fin no es de recaudación, sino financiar el funcionamiento de ese sistema 
de manera transparente y adecuada. 


La Cámara de Industrias y el PIT-CNT, a pedido de esta propia comisión, han sido 
incorporados al fideicomiso; por lo tanto, todos los manejos de fondos públicos van a poder ser 


transparentes y controlados por los sectores. Eso nos parece bien; fue votado en el proyecto de ley del 
Poder Ejecutivo y nos pareció una muy buena decisión de esta comisión. Claramente, el presupuesto 
estará en función de los presupuestos operativos en coordinación con los Gobiernos departamentales. 
Estos van a establecer sus propios planes y requerir financiamiento para la recolección selectiva de 
este residuo especial, y de otros que se definan en el marco de la competencia departamental, en 
colaboración con el Gobierno nacional. Para ese financiamiento se va a utilizar el tributo. 


Obviamente, como comprenderán, hay un plan que es gradual que no se financia de un día 
para el otro y que con las modificaciones realizadas alcanzan valores muy menores. A diferencia de lo 
que se dijo en varios comunicados de prensa, estamos hablando de valores que claramente no van a 
interferir, por supuesto, en la competitividad internacional porque es un tributo interno. A su vez, no 
afecta la exportación y para que los señores senadores tengan una idea hicimos algunos cálculos. Por 
ejemplo, si pensamos en un producto de uso masivo como puede ser una bebida cola de un litro y 
medio, estamos hablando de menos de un peso. Son bebidas que están en el entorno de $ 100 y, por 
lo tanto, pasarían a costar $ 101. Quien piense que esto va a generar algún problema en la 
competitividad de la Coca Cola o de alguna otra empresa de refrescos que tiene ese tipo de tributos, 
está equivocado. Esto fue estudiado por técnicos del Ministerio de Economía y Finanzas y en materia 
tributaria. 


Sinceramente, creemos que la discusión es en torno a cómo se financian las cosas, y eso no 
se está haciendo. En realidad, si fuera un sistema de responsabilidad extendida alguien tendría que 
recuperar los envases, con un costo, y la situación sería similar. La diferencia que vemos acá es que 
luego de diez años el sistema no ha funcionado y el proyecto de ley lo que hace es dar un marco para 
optar por un sistema u otro, en distintos momentos históricos. Entendemos que para que Uruguay deje 
de ser una vergúenza internacional respecto a los materiales que recupera necesita que se apruebe 
este proyecto de ley y se establezcan estos instrumentos —estamos hablando de una batería de 
instrumentos en más de los setenta artículos que tiene el proyecto- pensando en cambiar una realidad 
que consideramos que no es tolerable en nuestro país. 


SEÑOR BORDABERRY.- Todos los señores senadores recibimos una nota del señor Baráibar, 
director ejecutivo de Cempre. Sería bueno que se les haga entrega de una copia y que luego de que la 
estudien —no necesariamente tiene que ser ahora— nos envíen su opinión, la que analizaremos en la 
sesión de la semana próxima. 


Entiendo que para que aprobemos el mejor proyecto de ley posible es bueno que todos 
estemos enterados de lo que se viene. 


Por otra parte, quiero señalar el acierto de las palabras de la señora senadora Aviaga. Acá 
nadie piensa en si una empresa multinacional, Coca Cola, o la UPM, entre otras, va a ganar más o 
menos dinero —todas las empresas quieren ganar y los márgenes que tienen son propios de cada 
una—, obviamente todos los partidos políticos queremos que les vaya bien porque dan trabajo y prueba 
de ello es el anuncio relativo a la UPM, que se dio en el día de ayer. Nadie va a desear que no les vaya 
bien; todos los partidos queremos que sea así. 


Acá el problema no es la empresa, sino el ciudadano. El problema es entender la lógica de 
que si aumentamos el costo, la empresa lo va a sumar al producto, esta al distribuidor, después al 
comerciante y luego al consumidor, quien será el que pagará ese precio. Esta es nuestra 
preocupación. Quienes estamos acá pensamos, no en el margen de UPM o de Botnia, sino en el 
margen del bolsillo del ciudadano. Y cuando ponemos un impuesto pensamos en eso en primer lugar, 
para que quede claro. 


Por otro lado, quizás tratando de lograr un objetivo similar pueda existir algún otro 
instrumento tributario que asegure que los recursos se destinen al objetivo que realmente se persigue. 
Cuando ponemos un impuesto como el que se propone acá, todos sabemos que su destino es rentas 
generales. Pero en este caso volvemos a algo que la reforma tributaria del 2007 dijo que había que 
evitar, que son los impuestos con destino ya fijado en la ley, es decir los direccionados. En este caso se 
trata de un impuesto direccionado pero que no se puede utilizar todo porque hay que adelantar por año 
lo que se presume que se va a recaudar. Y la experiencia de haber estado de ese lado del mostrador 
me indica que después llega el Ministerio de Economía y Finanzas y no habilita los créditos y, por 
ende, al final del día todo el impuesto no tiene siquiera el objetivo que se le quiso dar. Entonces, para 
asegurar ese objetivo lo lógico no debería ser un impuesto, sino una tasa, como propone la señora 
presidenta, porque la tasa guarda relación con el servicio que se presta para que se destine a él. Por lo 
tanto, parecería ser necesario, por lo menos, el análisis de la propuesta de la señora presidenta de una 


tasa, para asegurar el objetivo que nuestros invitados están persiguiendo y que parece ser mejor. En 
ese sentido, además, en cuanto a que como paga ensucia —que nos parece que es un principio que no 
debe seguirse— la tasa también parece ser mejor para el objetivo planteado. La señora presidenta no 
está sola en su opinión —no lo digo porque yo la esté apoyando— sino porque esa es la conclusión del 
informe del Centro de Estudios Fiscales, en su trabajo titulado «Instrumentos económicos orientados a 
proteger el ambiente. Aportes para el diálogo». Precisamente, lo que estamos tratando de hacer acá es 
dialogar. Creo que debería analizarse esto —lo digo de corazón— porque logra mejor los objetivos que 
Dinama quiere alcanzar. 


SEÑOR DE LEÓN.- Comparto el planteo hecho por el director de la Dinama en todos sus términos y, 
en lo personal, como decía el otro día no hubiera ido en ningún momento por la responsabilidad 
extendida. Creo que no hay madurez suficiente en el país como para ir por ese mecanismo, más allá 
de algunas excepciones que se han señalado recién. Por otro lado, veo un fuerte compromiso y una 
fuerte sensibilidad por los temas ambientales en la sociedad, lo que no es un elemento menor. 
Teniendo en cuenta la estructuración de esta ley con la creación del fideicomiso del Fondo Nacional de 
Gestión de Residuos y con la creación de una institucionalidad privada pública que se va a llevar 
adelante —además de que hay mucha capacidad instalada y también experiencia por parte de los 
actores en este tema—, considero que este es el modelo ideal y la sociedad muestra mucho interés 
cuando se trata de temas ambientales. Creo que permanentemente se están dando señales de que 
son necesarios estos avances. Siempre pongo el ejemplo de que a veces ciertas organizaciones están 
preocupadas -y está bien que así sea porque me parece que eso es formidable para una sociedad, 
como por ejemplo el proyecto de UPM- y, sin embargo, no nos preocupa que cada cinco minutos 
funciona una «planta incineradora» —entre comillas— a cielo abierto, que es Felipe Cardoso, que desde 
hace décadas está quemando a cielo abierto lo que se nos ocurra. Es una vergúenza que todavía 
nuestro país esté en esa situación. Y aclaro que hablo de Montevideo, pero puedo hablar de todos los 
departamentos del país con relación a la gestión de residuos sólidos urbanos, con sitios de disposición 
final y algunas experiencias puntuales que aparecen por ahí en cuanto a clasificación y valorización. 


Acompaño -—obviamente que estoy alineado con mi bancada— que se hagan las dos 
alternativas, por más que ya di mi opinión con respecto al tema de la responsabilidad extendida. 
Asimismo, quiero decir que la empresa Cempre, señalada recién por el senador Bordaberry, ya ha 
estado en más de tres oportunidades y ha hecho presentaciones muy buenas, que hemos considerado; 
han sido aportes muy importantes, mostrando las experiencias que hay en el mundo. Este proyecto 
abre las dos alternativas: sí o sí está planteado y lo hemos analizado; le hemos pedido opinión al 
Ministerio de Economía y Finanzas y es uno de los temas que tenemos que resolver la semana que 
viene. Se habla de un impuesto dirigido, cosa que me parece muy bien, pues esto no puede ir a Rentas 
Generales para ver después qué es lo que se va a hacer. Estamos convencidos de que este es el 
camino. No podemos seguir con las experiencias, como recién lo señalaba el director Nario con 
relación a los envases, que después de diez años en seis departamentos —no tenía esa cifra, pero es 
escandalosa— hay un 3 %. Es también por eso que nuestra bancada tiene una posición tomada con 
relación a este tema. Ya lo hemos discutido; tenemos postura y lo que estamos planteando es que la 
semana que viene se reciba al Ministerio de Economía y Finanzas, luego de evacuar hoy todas las 
dudas que tenemos con la Dinama. Entendemos que este proyecto hay que votarlo en comisión; ha 
sido una discusión muy rica, que ha llevado muchos meses, y considero que eso ha sido muy 
beneficioso. No podemos seguir dándole vueltas —por lo menos es nuestra opinión— a temas que ya los 
hemos discutido en varias oportunidades y sobre los que ya tenemos posición tomada. Creo que en el 
98 % del articulado de este proyecto hemos coincidido y ha sido aprobado por unanimidad en la 
mayoría de sus artículos. Me parece que llegó la hora de que se tenga que tomar una definición con 
relación a este proyecto y que no pase de la sesión que viene. Esa es nuestra posición. 


SEÑOR GARÍN.- Voy a decir brevemente dos cosas. 


En primer lugar, en la misma línea que el señor senador De León y planteado por Dinama, 
ratifico que aquí se están planteando dos instrumentos para llevar adelante una política muy 
renovadora, muy ambiciosa. Me gustaría que todos fueran buenos y que con la responsabilidad 
extendida cumplieran sus funciones, pero acá los resultados son muy claros. Que en el envase de 
bebida en diez años haya habido un 3 % es un indicador bien claro. Capaz que en un caso hay que 
usar un instrumento y en otro caso otro. No es la misma situación andar por la calle pateando restos de 
envases de bebidas refrescantes que andar por la calle pateando restos de neumáticos. Es bien 
diferente. En unos ha habido una responsabilidad extendida que ha avanzado, y en otros los resultados 
de los envases están a la vista. En realidad, me interesa mucho jerarquizar el tema de las 
oportunidades que se dan para los ciudadanos con esta ley. El problema que se encuentra con los 
envases de bebidas es que, muchas veces, la gente reclama porque no tiene otra opción que el 
envase de plástico no retornable. Lo estuve observando en diferentes ámbitos y puedo decir que la 
gente reclama que la bebida se envase en algún recipiente retornable, y se han manejado diferentes 


materiales. Insisto, la gente lo está reclamando. Me preocupa el tema porque creo que los ciudadanos 
deben tener la posibilidad de consumir bebidas que vengan en envases amigables con el medio 
ambiente y que hoy muchas veces no se ofrecen. Entonces, para los que sigan por el camino de 
ofrecer bebidas en ese tipo de materiales, habrá que aplicar algún mecanismo. Se dirá que eso va a 
encarecer, pero creo que la misma empresa debería ofrecer la bebida en un envase retornable y en 
uno no retornable. Sin ir más lejos, hace mucho tiempo aquí estuvimos discutiendo el tema de las 
bolsas plásticas. Hablamos de cobrar una pequeña cantidad de dinero. Hoy la gente es consciente de 
que quiere sacarse algunos elementos, pero antes no había plan b. Por eso quiero dejar sentadas las 
bases para que con este instrumento se dé una oportunidad y también a la empresa que hoy dice que 
esto va a encarecer la bebida porque se va a poner un impuesto al envase de un peso en cien y crea 
bastante alarma. Creo que debemos discutirlo más profundamente. No hay opciones. Me parece que 
vale la pena reflexionar sobre estos temas de fondo. 


Nosotros tenemos posición de bancada —ya lo adelantó el senador De León- y, por tanto, 
vamos a apoyar los dos instrumentos. Ya hemos resuelto bastante bien cómo quedaría la 
responsabilidad extendida y estamos manejando algunas opciones para el artículo 43, aunque 
seguramente contemos con algunos aportes que enriquezcan la propuesta la semana que viene. 
Además, rescato un tema muy importante que vino del Ministerio de Economía y Finanzas que grava 
los envases. También debo destacar lo que se hace en cuanto a la devolución de créditos fiscales si 
esos envases son objeto de mecanismos de retornabilidad, y utilizo el mismo concepto que se usa en 
la propuesta. Me parece que es un elemento que enriquece y, además, la combinación de las dos 
herramientas va a ayudar a dar pasos más rápidos en la búsqueda de logros de este proyecto de ley. 


Adelantamos que la semana que viene, tal como lo comentaba el senador De León, vamos a 
venir a votar los artículos 42 y 43 propuestos con sus correcciones, sin perjuicio de que se puedan 
incorporar algunas mejoras que nos hagan llegar. 


Ha habido una larga discusión sobre este proyecto de ley que ahora está terminando su fase 
en comisión; quizás sea el momento de pasarlo a la cámara, dando así por concluida una etapa. 


Era lo que quería comentar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quería hacerle una aclaración al señor senador De León. Cempre no es una 
empresa, sino una asociación civil sin fines de lucro, sus integrantes estuvieron presentes en la 
comisión dando su parecer y seguramente el ministerio los haya recibido en más de una ocasión. 
Muchísimas delegaciones vinieron a hablarnos de las experiencias en distintos países que tienen que 
ver con la responsabilidad extendida y cómo se maneja el tema de los residuos, así como los éxitos 
que ha tenido la instrumentación de ese tipo de medidas, como planes y leyes, en otros países. 
Además, aunque solo sea un 3 % la recuperación de un envase, ya hay un piso para empezar a 
trabajar en el marco de esta nueva ley que genera todo un programa nacional y una política enfocada 
al tema residuos que no se puede comparar con nada de lo existente hasta ahora. Existe un importante 
mercado para los neumáticos y quizá no se han elaborado las políticas correspondientes para generar 
un mercado para otros residuos. Seguramente, a través de todo lo que se planifica hacer a través de 
este nuevo sistema, se podrían llegar a desarrollar en forma más efectiva. Por ejemplo, a los envases 
de los pesticidas no los andamos pateando por las calles, pero si salimos a los alrededores de 
Montevideo o a cualquier ciudad del interior cercana, los vamos a encontrar, hasta los venden en los 
locales de cosas usadas. Quisiera saber qué porcentaje tiene el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente de recuperación de ese tipo de envases. Esto no quiere decir que no sea 
perfectible y no se pueda llevar adelante una política que realmente controle, promueva y fiscalice que 
realmente se haga de esa manera. 


Creo que se debe incentivar la responsabilidad extendida, controlar que se efectivice y al que 
no se adhiera a generar un plan de trabajo en ese sentido, caerle con todo el peso de la ley y cobrarle 
todo lo que haya que retenerle por el daño al medio ambiente. En primera instancia, creo que no es 
adecuado, para incentivar el cuidado del medio ambiente, lo que propone el Ministerio de Vivienda 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Pienso que no incentiva la responsabilidad de todos los 
actores que tenemos arte y parte en el tema generación de residuos en el país y, además, en esta 
coyuntura que estamos viviendo puede generar un problema en el tema trabajo. Además, dado que 
existe una ley vigente, a la fecha, en muchísimas empresas hay una planificación y una inversión que 
no se puede cortar de un día para el otro. Por lo tanto, se deben tener en cuenta distintos parámetros y 
lo que debe motivarnos es realmente el cuidado del medio ambiente, que el espíritu de la ley se 
mantenga, que no sea recaudatorio, que lo que se cobre por una tasa ambiental sea destinado a cuidar 
el medio ambiente y ver con el Ministerio de Economía y Finanzas los números que han proyectado 


con respecto al alcance de lo que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
está proponiendo. 


Lamento que mis compañeros de comisión tengan una posición tomada antes de contar con 
el trabajo de los representantes del Ministerio de Economía y Finanzas. No tendría sentido continuar 
reuniéndonos si ya tienen una posición de bancada tomada, pero se trata de un tema que es serio, que 
hemos tomado con mucho trabajo y la idea es llegar a soluciones por consenso, no por imposición. 
Ojalá de aquí a la semana que viene podamos instrumentar acuerdos y llegar a posiciones por 
consenso —quizá no todas las que pretendemos- y no adoptar posiciones de bancada porque de lo 
contrario, ¿qué estamos haciendo aquí? 


SEÑOR BORDABERRY.- Apoyado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En el correr de la semana espero seguir conversando, como lo he hecho 
hasta ahora, con los señores senadores Garín y De León para llegar a un acuerdo. 


SEÑOR DE LEÓN.- Deseo que quede claro que no tenemos nada en contra de Cempre. Por el 
contrario, entendemos que se trata de una organización que ha hecho importantes aportes. 
Simplemente como surgió el nombre, lo tomamos como ejemplo de que ha sido una de las 
delegaciones que ha concurrido y hecho sus aportes a esta comisión. Con respecto, más que al 
espíritu, a hechos concretos, la discusión que hemos tenido con relación a este proyecto creo que ha 
sido muy buena, muy participativa, muy democrática y ha tenido el aporte de todos los partidos 
políticos. Eso no significa que en determinado momento no haya que terminar con la consideración, 
tomar decisiones y llegar a una definición. Creo que a ninguno de nosotros nos puede asombrar que en 
el 98 % del proyecto tengamos coincidencias y en una parte del mismo tengamos algunos matices. 
Sobre eso no hay ningún problema. Sobre este proyecto desde el inicio hemos dicho la importancia 
que tiene y hemos sido coincidentes con relación a ello. 


Otro tema que quiero mencionar tiene que ver con que a veces la discusión se empieza a 
tornar entre público y privado. Quiero leer un artículo, que en el proyecto del Poder Ejecutivo es el 
número 44 —ahora pasó a ser el 43—, que tiene que ver con los criterios para los programas de residuos 
especiales. Se dice que los programas públicos de recolección selectiva, clasificación y valorización de 
los materiales correspondientes serán ejecutados teniendo en cuenta los siguientes criterios. En uno 
de los incisos se habla de que las operaciones requeridas podrán ejecutarse tanto por entidades 
públicas o privadas. No nos debemos olvidar que hay un actor fundamental en esto que es el gestor de 
residuos y estos serán empresas privadas, cooperativas o instituciones públicas. En general serán 
personas físicas o jurídicas, público o privadas, que realicen cualquiera de las operaciones de gestión 
de residuos que se encuentren autorizadas de conformidad con la normativa vigente. 


Por otra parte, más adelante este artículo expresa: «Para las operaciones que no sean 
ejecutadas por los gobiernos departamentales, la asignación de cupos o contratos de servicios se 
realizará mediante procesos de adquisición públicos y competitivos, que considerarán las capacidades 
nacionales implantadas, y la incorporación de clasificadores al trabajo formal, a través de mecanismos 
que promuevan la discriminación positiva al ingreso de clasificadores en el sistema formal». También 
dice: «Los privados que operen los sistemas podrán ser tanto empresas privadas o cooperativas de 
clasificadores, en ambos casos, formalmente constituidas». Es decir que este programa incorpora 
actores privados y públicos. Creo que lo más importante es que quienes van a tener la responsabilidad 
de llevar adelante el Plan Nacional de Gestión Integral de Residuos van a ser actores públicos y 
privados. Considero que ese es uno de los elementos más importantes que tiene planteado este 
proyecto. 


SEÑOR GARÍN.- Quiero aclarar que como bancada tenemos la voluntad de apoyar los dos 
instrumentos que están sobre la mesa. El detalle particular de cómo le estamos dando forma es lo que 
motiva la reunión de hoy. Seguramente en la próxima sesión también deberemos llevar adelante una 
discusión similar. Me parece que estamos en el camino de encontrar la mayor cantidad de consensos 
porque el proyecto así lo amerita. 


Recalco que la posición es que vamos acompañar los dos instrumentos y seguiremos 
trabajando en el diseño particular de ellos. 


SEÑOR NARIO.- Nuestro objeto es la preservación ambiental, y quiero dejar claro este concepto 
porque en algunos casos eso puede implicar, obviamente, que la gestión alguien la tenga que pagar. 


La discusión es quién se hace cargo. Lo que decimos es que la evidencia del trabajo de los últimos 
doce años muestra el tema de la responsabilidad extendida, que tenía todas las herramientas porque 
en el sistema de la ley actual de envases perfectamente se podrían haber hecho los aportes 
necesarios. Hay un error en lo que planteaba la senadora y es que no existe un mercado de 
neumáticos. Los importadores le pagan a la cementera para disponer los neumáticos. No hay un 
mercado sino una responsabilidad extendida donde los importadores asumen esa responsabilidad y se 
hacen cargo de los costos de la disposición. Y eso tiene un costo: tiene un costo recogerlos en el país; 
tiene un costo almacenarlos adecuadamente según las condiciones que establece la Dinama; tiene un 
costo de traslado hacia la cementera para usarlos como valorización, y tiene un costo en la disposición. 
Entonces, el mercado genera la responsabilidad de los actores que importan los neumáticos, quienes 
movilizan recursos para cumplir con los objetivos que deben tener. 


Eso no es lo que ha sucedido en el caso de los envases porque, a través de la extensión de 
los aportes, podía haberse tenido una cobertura territorial, enviado y captado esos materiales y 
venderlos al precio que el mercado dicte. No es lo mismo hacerlo cuando el petróleo vale ciento 
cuarenta que cuando cuesta cuarenta porque, cuando vale ciento cuarenta todo el mercado se 
tracciona y, cuando vale cuarenta, los envases quedan en el ambiente o tienen que recogerlos las 
intendencias. 


Lo que decimos es que, en lo que refiere a los residuos, en muy pocos de ellos el mercado 
permite financiar su gestión. La discusión es quién financia esa gestión ambiental. En este caso lo que 
ha demostrado la praxis es que esas empresas no lo hicieron a través de la responsabilidad extendida. 
El 3% es una cifra totalmente inadecuada. Podrán prometer que van a hacerlo de ahora en adelante, 
por lo que nos preguntamos por qué no lo hicieron antes. Allí es cuando nosotros, con la 
responsabilidad que tenemos como Estado, buscamos mecanismos alternativos. Son mecanismos 
trabajados con los gobiernos departamentales, el Congreso de Intendentes y la comisión, que nombró 
tres técnicos; se trabajó con los técnicos del ministerio para buscar mecanismos de acuerdo entre el 
gobierno nacional y el gobierno departamental para llevarlo adelante. 


Creo que lo que hay que hacer es no tener prejuicios. Nosotros no los tenemos hacia el 
sector privado porque hemos hecho responsabilidad extendida. Pero tampoco tengamos prejuicios 
hacia la gestión pública, que puede hacerse y muy eficientemente, con indicadores de cumplimiento, tal 
como establece la ley, con una gestión eficiente y con los actores involucrados en la gestión de los 
recursos para que se vea que lo que se recauda pueda utilizarse con los fines que establece la ley que, 
sin duda es financiar esa gestión, y que hoy no está teniendo. 


No es contamino y me olvido, sino asumir la responsabilidad. En este sentido, creo que lo 
que aquí está en discusión y lo que vemos en algunos comentarios públicos es que, en realidad, lo que 
no hay es voluntad para financiar esa gestión. Si no, ya lo habrían hecho. Y ahora llama la atención 
que quiera financiarse a través de una gestión que es de control público pero, como bien decían los 
señores senadores, probablemente termine siendo de gestión privada porque está establecido que va 
a haber procesos licitatorios para brindar servicios a través de un fideicomiso que lo va a administrar, o 
sea que va a ser en el sector privado, pero con gestión y control público. La diferencia es si existe la 
voluntad para que eso efectivamente se realice o se sigue esperando hasta que un sector que no lo 
hizo hasta ahora, lo haga en el futuro. 


(Dialogados). 


—Quisiera señalar algo importante para que los señores senadores lo entiendan. Más allá de 
la técnica tributaria que se utilizó para el artículo 43, quiero explicar cuál fue la lógica que construimos 
en conjunto con el Ministerio de Economía y Finanzas. 


Creo que, fruto del planteo de algunos sectores empresariales y de algún otro planteo 
realizado en la propia comisión, se buscó un mecanismo por el cual se tribute directamente sobre el 
envase, que era el objetivo original. En realidad, se había buscado un mecanismo que inicialmente 
parecía sencillo, pero que fruto de esos intercambios se vio que podía tener distorsión, sobre todo en 
productos que tuvieran diferencias de precios muy importantes, como puede ser una bebida alcohólica 
de alto valor y bastante añejada con respecto a otra. 


(Ocupa la presidencia el señor Garín). 


—Entonces, el Ministerio de Economía y Finanzas buscó un mecanismo para que el tributo 
ambiental estuviera dirigido a los envases, y allí se generó la diferenciación entre las empresas 
nacionales que importan solo el envase y las que importan también el producto. Cuando vengan las 
autoridades del MEF se verá cuál es el mecanismo que utilizaron 


El segundo aspecto, que creo que está atado a parte de la discusión que tenemos hoy, es la 
posibilidad de crear un crédito fiscal. Entonces ¿qué sucede? Más allá de la discusión sobre el 
mecanismo, que era en parte lo que planteaba el señor senador Bordaberry, la lógica de esto es que se 
le cobra un tributo ambiental a un envase, cualquiera sea su destino posterior, y después se permite un 
crédito fiscal a quien realice determinadas actividades. Por ejemplo, yendo a un extremo, quien genere 
un cien por ciento de retornabilidad tendrá un crédito fiscal igual al tributo que se le estableció. 
Además, quien genere mecanismos de captación de envases, aunque no sea el sistema de 
retornabilidad, también va a tener un crédito fiscal. Esto fue pedido por las empresas para evitar que no 
tengan ningún incentivo a realizar otro tipo de gestiones. De esta manera van a tener un incentivo, 
porque si recuperan el cien por ciento de los envases, van a tener un crédito fiscal por eso. 


Esta es, entonces, una herramienta adicional a la gestión, y si las empresas no quieren que 
se les cobre ningún tributo por este concepto en el saldo neto, simplemente lo que tienen que hacer es 
ir al sistema de retornabilidad o captar en el sistema privado la misma cantidad de envases que 
vuelcan al mercado, es decir, recuperar aquellos que terminan en el ambiente o que el sistema público 
tiene que gestionar. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que será muy buena la comparecencia del Ministerio de Economía y 
Finanzas para ver cómo nos explica estos argumentos porque en otras ocasiones nos ha dado los 
argumentos exactamente contrarios sobre estos temas. Es decir, estoy seguro de que el director de 
Dinama está convencido de lo que dice, pero el Ministerio de Economía y Finanzas ha sostenido en 
casos similares la posición exactamente contraria. 


De todas formas, cuando se han aprobado disposiciones de posteriores devoluciones, como 
el crédito fiscal, en realidad en la práctica no ha sucedido frecuentemente que el Poder Ejecutivo 
después efectivamente otorgue créditos fiscales de la relevancia que tienen aquellos de los que 
estamos hablando hoy. Y aclaro que estoy hablando de todos los Gobiernos; esta no es una crítica a 
este Gobierno o al partido de gobierno. Discúlpenme que sea escéptico, pero el Ministerio de 
Economía y Finanzas vive siempre pendiente de prioridades presupuestales, etcétera. Ojalá me 
equivoque —no creo que lo vea—, pero me parece que el objetivo que el señor director persigue se 
lograría mejor con una tasa que pague quien utilice el sistema. Creo que este sería un traje más 
adecuado que el impuesto que el señor director está proponiendo. Son criterios técnicos y esperaré a 
que vengan los representantes del Ministerio de Economía y Finanzas, a quienes desde ya les anuncio 
—porque van a leer la versión taquigráfica— que les voy a recordar algunas cosas que nos han dicho en 
el pasado acerca de los impuestos con afectación, etcétera. No voy a tener el mal gusto de traer las 
versiones taquigráficas, porque estoy seguro de que se van a acordar bien. 


SEÑOR NARIO.- Solo quiero hacer un comentario con respecto a esto último. 


Conozco bien a los economistas que elaboraron esos trabajos porque ambos desarrollaban 
tareas en Dinama. Creo que hoy en día hay una concepción en el sentido de que los instrumentos 
económicos son una herramienta ambiental más. No es un impuesto que se pueda ver con la mirada 
tradicional; esta es una herramienta ambiental. No es un tributo para recaudar. Desde esa lógica lo que 
prima es la excepcionalidad del ambiente: el interés general y el cuidado del ambiente como objetivo 
del tributo, no la recaudación. Por eso tiene una lógica distinta y creo que la excepcionalidad de la 
direccionalidad está garantizada. Es una herramienta ambiental; no tiene la lógica recaudatoria. 


Lo que dice el señor senador Bordaberry es así porque ese tipo de discusiones las hemos 
tenido con personas de todos los colores políticos. En realidad, a nivel internacional hay toda una 
corriente de discusión sobre instrumentos económicos ambientales, que tiene una lógica distinta a la 
corriente histórica de instrumentos económicos para financiar el Estado en términos generales. La 
excepcionalidad del ambiente así lo establece. 


Creo que este, que es un tributo con fines ambientales, tiene esa excepcionalidad que 
mencionaba. Entiendo el escepticismo del señor senador, pero espero que no tenga razón porque, si 


así fuera, la ley terminaría cayendo. Es imposible pensar una ley de residuos si no hay un mecanismo 
para financiar esa gestión. Esa es una construcción que hicimos de manera muy fuerte con los 
gobiernos departamentales y el Congreso de Intendentes, que sufren esta realidad todos los días y que 
no pueden gestionar estos problemas por cosas que no son de su competencia. Si nosotros no 
generamos un mecanismo para que eso sea distinto y lo financiamos, no va a ser posible. Podremos 
discutir el instrumento económico, pero eso me excede porque soy ingeniero químico; hay un 
instrumento económico que está planteado —podría ser otro—, pero me parece que es importante que 
se entiendan el concepto y la excepcionalidad que tiene una herramienta ambiental para financiar esa 
gestión. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


SEÑOR DE LEÓN.- Voy a aprovechar que está presente la Dinama para hacer referencia al artículo 
43, que nos plantea el problema —el otro día lo comentábamos en comisión— de las bolsas plásticas. 
Sin querer legislamos para que los supermercados tengan mayores ganancias y se perdió un poco el 
objetivo de la ley, más allá de que tuvo un impacto porque, según datos de Cambadu y otras 
instituciones, el consumo de las bolsas plásticas se redujo en un 80 %. 


¿Qué ocurre? El artículo 43 establece que se va aplicar un Imesi a las bolsas de un solo uso 
para transportar y contener bienes —que además son las definidas por la ley que votamos—, con una 
tasa máxima de 180 %. ¿Esto va a sustituir y a prohibir el cobro de las bolsas plásticas? Al final del 
camino siempre todo se termina transfiriendo al consumidor como, por ejemplo, los aranceles de las 
tarjetas de crédito. Pregunto qué sucede en este caso, porque se estarían cobrando, por un lado, los $ 
4 que ganan los supermercados, más la tasa que se va a incorporar a las bolsas. ¿Qué se piensa 
hacer con ese tema? 


SEÑOR BORDABERRY.- Como legisladores nos sentimos un poco mal: aprobamos una ley 
promocionando el uso de las bolsas biodegradables y a los dos años les ponemos un impuesto para 
que no las usen, las reciclen o yo qué sé. Parece no guardar mucha coherencia. Creo que deberíamos 
dejar esas bolsas, que son las que queremos que se utilicen, fuera de los nuevos impuestos. Ese 
parece ser el mecanismo adecuado, si es que tenemos cierta coherencia como legisladores. 


SEÑOR NARIO.- En primer lugar, se trata de una facultad y no quiere decir que, necesariamente, se 
deba utilizar. 


Cuando imaginamos esto era manteniendo el resto de la ley de bolsas, con la fijación de un 
precio, pero ese diferencial entre el costo y el precio, en lugar de ser ganancia para las empresas, 
podría ir a un fondo ambiental o tener algún otro destino, que era lo que habíamos propuesto 
originalmente y que finalmente no quedó en la discusión parlamentaria. 


De todas maneras, como es más amplio podría llegar a abarcar a algún otro tipo de bolsa, 
pero en principio no distorsionaríamos la lógica de la actual ley de bolsas, que está funcionando muy 
bien y que consiste en fijar un precio para desestimular su uso y en la utilización de un material 
adecuado. La idea no es alterar esa lógica, pero esa diferencia entre el costo y el precio que fija el 
Poder Ejecutivo podría ser un tributo ambiental destinado al fideicomiso con fines de gestión de 
residuos, o también podría llegar a ser ganancia de los comerciantes que venden esas bolsas. Esa es 
la única diferencia; no va contra la lógica de la ley. No se trata de castigar y generar un sobreprecio, ya 
que el precio siempre va a ser el fijado por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR DE LEÓN.- Creo que se pierde el espíritu de la ley de bolsas. Lo que se quería era promover 
el uso de las bolsas biodegradables y compostables. Entonces, ¿por qué ahora se les aplica una tasa? 
Obviamente, al final del camino yo quisiera no tener bolsas de origen petroquímico ni biodegradables, 
pero el objeto de la ley en esta etapa que llamaríamos de transición era promover las biodegradables 
compostables. Entonces, si además de los cuatro pesos tenemos que pagar una tasa, estamos 
complicados. 


SEÑOR BORDABERRY.- Recuerdo que discutimos hasta el cansancio si debían ser 
oxobiodegradables compostables; para un abogado, fue un esfuerzo grande. Al final decidimos que las 
que íbamos a autorizar eran las oxobiodegradables compostables y no sé cuántas cosas, le dijimos a 
la industria que se reconvirtiera para poder producirlas —recibimos a los industriales y estudiamos todo 
eso- y ahora, dos años después, les ponemos un 180 %. Yo me siento mal; esa es la verdad. 
Apliquemos esa tasa a todas las otras, pero no a estas, que son las que alentamos que se produjeran y 


que se cobraran cuatro pesos. Además, vamos a decir la verdad: antes ya las cobraban, pero ese 
costo lo incluían en los productos que comprábamos en el supermercado. Esa es la realidad. La razón 
de los cuatro pesos es para que se usen menos bolsas. Pero, ¿le vamos a poner un impuesto de 180 
% a esas bolsas, cuando alentamos a la industria a que se reconvirtiera y a los comercios a que las 
usaran? Parece un poco mucho y no creo que tenga un gran peso en la recaudación. 


SEÑOR NARIO.- Quiero hacer dos aclaraciones. En primer lugar, el objeto de la ley era disminuir el 
consumo de bolsas plásticas y que el residual fuera un material más amigable con el ambiente. 
Siempre es mejor que no existan bolsas; ese es un dato para el ambiente. Y ese doble objetivo se 
alcanzará a través del cobro, que es lo que se está consiguiendo. 


También hay que entender que la ley se tiene que prever para ser aplicada en distintos casos 
a futuro. Puede haber bolsas que estén más allá de las alcanzadas por la propia ley de bolsas y cuyo 
uso en su momento se pueda querer desestimular. En todo caso, no se está pensando en pasar por 
encima del precio establecido; no es un adicional al precio establecido. Lo que se pretendía era que 
esa diferencia entre el precio fijado por la ley y el costo se recaudara a través de un impuesto que 
permitiera la creación de un fondo —que es el de este proyecto de ley— para la gestión de residuos, no 
para ganancia del comerciante que cobra las bolsas. Simplemente es eso; igual lo podemos ver en otro 
momento con más detalle. No se está pensando en que haya un adicional ni en desestimular el uso del 
material biodegradable, más allá de lo que la propia ley de bolsas —que fue muy exitosa— estableció. 
Creo que todos nos hemos congratulado por su aplicación y todos hemos aportado para ello. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos falta escuchar algún comentario de su parte sobre el artículo 69, referido 
al suelo rural. Se había generado una inquietud y quisiéramos esclarecer por qué se establece esta 
disposición en la que se hace uso de la vía interpretativa. 


SEÑOR COUSILLAS.- Como bien dijo el señor presidente, el artículo 69 es interpretativo del artículo 
39 de la Ley n.” 18308, de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible. 


Este artículo establece una serie de prohibiciones que forman parte del régimen jurídico 
aplicable al suelo de categoría rural. Esas prohibiciones tienen un alcance muy amplio y ya merecieron 
una interpretación por vía legislativa, a través del artículo 610 de la Ley n.* 18719, del 27 de diciembre 
de 2010. Se trata de una Ley de Presupuesto, que estableció un artículo interpretativo del artículo 39 
mencionado, justamente para especificar que en las prohibiciones a las que hacía referencia dicho 
artículo de la Ley de Ordenamiento Territorial no se encontraban incluidos varios tipos de proyectos, de 
construcciones, entre los cuales estaban los cementerios, o cementerios parques y sus actividades 
complementarias, parques o generadores eólicos, y también sitios o plantas de tratamiento y 
disposición de residuos. 


Por lo tanto, la finalidad del texto del artículo 69 es reiterar esa interpretación dentro de la ley 
de residuos, pero ahora ampliándola para incluir dentro de esa interpretación exclusiva, o de excepción 
de las disposiciones del inciso cuarto del artículo 39, no solamente el tratamiento y la disposición final 
de residuos, sino también los procesos de valorización. Como dice el artículo: «no incluyen las 
construcciones asociadas a los procesos de valorización, tratamiento y disposición final de residuos». 


Se utilizó esta técnica legislativa de incluir eso en esta ley y no modificar la de 2010 porque, 
como mencioné al comienzo, esta hace referencia a otro tipo de proyectos, como los eólicos, los 
cementerios, etcétera. No parecía bueno incluir en una ley de residuos una modificación que también 
comprendiera proyectos de otra naturaleza, no vinculados a los residuos. Por eso se redactó — 
digamos— la misma declaración por vía interpretativa, pero referida a residuos, ampliando un poco los 
contenidos a los que se hacía referencia e incluso especificando, pues se hablaba de la disposición de 
residuos y no de la disposición final de residuos, que es la terminología que sí emplea la norma en este 
caso. 


SEÑOR BORDABERRY.- Una vez más señalo que no tengo objeción en lo que respecta al objetivo, 
pero sí en cuanto a la forma en que se ha redactado este artículo. ¿Por qué interpretamos y no 
establecemos? Cuando leo el artículo 39 de la Ley n.* 18308, no me genera duda alguna. El sentido de 
la disposición es muy claro. Comienza expresando: «Los propietarios de terrenos categorizados como 
suelo rural tienen derecho a la realización de los actos precisos para la utilización y explotación 
agrícola, forestal, en general productiva rural o minera y extractiva, a las que estén efectivamente 
destinados, conforme a su naturaleza, sin más limitaciones que las impuestas por la legislación 
aplicable». Reitero que el texto es muy claro; no sé por qué nosotros tenemos que interpretar que dice 
algo sobre lo que no hay duda. Además, todos sabemos que no hay necesidad de hacerlo, porque si 


uno interpreta, quiere decir que en realidad esa interpretación ya estaba vigente desde que se dictó la 
ley, o sea que afecta a situaciones anteriores. Ahora bien; si uno establece algo, es a partir de la 
vigencia de la ley. Esos son los efectos jurídicos. 


Entonces, realmente no sé por qué estamos interpretando una ley que ya es clara. Es una 
facultad constitucional del Parlamento interpretar las leyes, cosa que se hace a través de una ley, pero 
tiene que haber una duda, y yo no veo cuál es la duda en la redacción del artículo. Sé que en el año 
2010 ya se hizo una interpretación, y no entiendo por qué. No parece ser claro. Yo agregaría un inciso 
al artículo, pero no haría una interpretación. No entiendo cuál es la técnica o la herramienta jurídica de 
interpretación elegida. 


SEÑOR COUSILLAS..- El ministerio, en este caso la Dinama, siguió la técnica legislativa ya adoptada 
por el legislador. No recuerdo exactamente, pero supongo que en ese momento el señor senador 
Bordaberry ya ocupaba una banca. En 2010 se entendió que, más allá de la lectura del artículo 39, 
cabía la duda y por eso se interpretó. De hecho, alguien así lo sostuvo con respecto a los proyectos 
incluidos en la ley del año 2010. 


Lo único que estamos haciendo aquí es recoger el mismo texto haciendo la aclaración de 
que quedan comprendidas también las construcciones relativas a los procesos de valoración. 


SEÑOR BORDABERRY.- Por lo que veo se trata de una ley de presupuesto. Yo no estoy de acuerdo; 
creo que este artículo y el anterior declaran por vía interpretativa algo que es claro y no genera dudas. 
Quiere decir que lo que habría que hacer es incluir esto dentro de lo que no está prohibido —en aquel 
entonces los sitios de valorización, tratamiento y disposición final de residuos, parques eólicos, 
cementerios parque, etcétera—, ya que en este caso ocurre lo mismo y no hay nada para interpretar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor senador Bordaberry ha reiterado su concepto sobre el tema 


Si ningún otro miembro de la comisión quiere formular más consultas o comentarios, 
corresponde agradecer a la delegación de Dinama por su presencia, su tiempo y su dedicación. 


Se levanta la sesión. 


(Son las 19:37). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


